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			Que no nos roben las palabras

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			Economistas Frente a la Crisis (EFC) es el resultado de un impulso moral.

			En estos momentos de grave crisis económica los economistas no podíamos permanecer insensibles ante la invocación en vano del pensamiento económico, ante la utilización del pensamiento económico para promover políticas económicas contrarias a los intereses generales.

			Nosotros, EFC, nos hemos formado en la universidad y hemos crecido como profesionales en la creencia de que la economía es una ciencia que debe servir para mejorar la vida de las personas.

			Europa resurgió de las cenizas de la segunda guerra mundial constituyendo un nuevo modelo de convivencia social: el Estado de bienestar, la propuesta de Europa a los europeos y al mundo.

			La desregulación financiera y detrás de ella, la desregulación también de sectores con alcance sistémico sobre la eficiencia de la economía (como es la desregulación del mercado de trabajo o de la energía), no es liberalización. Es, simplemente, mala regulación, porque regulación y liberalización no son conceptos excluyentes sino complementarios.

			No comprender esta cuestión, bajo la intoxicación de los que quieren ganar en las crisis, está también en la causa de la propia crisis.

			La crisis no es el argumento de las políticas contractivas que emanan desde la mayoría conservadora que gobierna Europa y sus instituciones, sino la coartada para cambiar el modelo de convivencia social, para deteriorar los parámetros en los que ha ido asentándose el Estado de bienestar.

			Políticas contractivas, procíclicas, que recortan el gasto público en la educación, en la sanidad, en la investigación, en las prestaciones sociales, en las infraestructuras públicas que contribuyen a los equilibrios territoriales, agudizan la crisis. Detrás no hay economistas incompetentes. Detrás hay ideología.

			No es economía, es ideología. Una ideología que no se compadece con los intereses de la ciudadanía. Y el asunto empieza ya a no tener gracia. En juego está el Estado de bienestar, la Europa del progreso.

			EFC no está contra las políticas de austeridad. ¡Cómo vamos a estar a favor del despilfarro y del derroche! Defendemos las políticas de estabilidad fiscal. ¡Quién puede defender la inestabilidad!

			Pero políticas de austeridad que aumentan el paro, que subutilizan —porque recortan— la capacidad de nuestros investigadores, que dejan la capacidad industrial infrautilizada, que constriñen aún más los recursos del sistema sanitario más eficiente de Europa, no son políticas de austeridad, son políticas que despilfarran los recursos productivos.

			Políticas de estabilidad fiscal que contraen la economía y con la contracción elevan las primas de riesgo, no son políticas de estabilidad. Y no lo son porque aumentan el gasto público improductivo y agudizan la crisis.

			Los economistas no podemos dejar que nos roben las palabras.

			Reformas estructurales que desregulan —cuando es precisamente la desregulación la que nos ha traído esta crisis— no son reformas estructurales. Son contrarreformas.

			Los economistas no podemos dejar que nos roben las palabras, porque si nos las roban nos quedaremos mudos. Pero no nos quedaremos mudos porque estamos empeñados en poner el pensamiento económico al servicio de los ciudadanos.

			EFC se ha constituido en asociación para encuadrar sus actividades. En ella cabrán no sólo los economistas, sino todos quienes compartan sus preocupaciones. Porque EFC son también los médicos, los docentes, los investigadores, los juristas, los ingenieros... y todo ciudadano que considere que la ciencia sólo es ciencia si contribuye al progreso.

			EFC es independiente de toda organización política o sindical, pero no ignora que los cuellos de botella para que fluya el progreso se encuentran en la política. Y en la política queremos influir para contribuir a quebrar el predominio neoliberal que ha seducido y asfixia a nuestros políticos.

			Pero EFC es, por encima de todo, un esfuerzo para contribuir a que la sociedad civil esté presente en el debate y en las decisiones que se adopten en esta sociedad democrática.
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¿Qué está pasando? La pregunta está en la calle


			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			El pasado 15 de septiembre, cuando se estaba cerrando la elaboración de este libro, se celebró en Madrid una enorme manifestación convocada en toda España contra las políticas de recortes del Gobierno. Esta manifestación estuvo convocada, además de por las organizaciones sindicales, por un amplísimo número de organizaciones cívicas que representan a una extensa ciudadanía comprometida en contra de la aplicación de políticas exclusivamente centradas en la reducción del gasto público. Economistas Frente a la Crisis (EFC) ha estado desde su constitución en contra de los recortes del gasto sin promover también la aplicación de políticas de fomento del crecimiento y del empleo. Apelar en exclusiva a una mal entendida austeridad es promover el empobrecimiento económico de la inmensa mayoría de los ciudadanos, como muestra la ausencia total de resultados positivos de esas políticas en las que el Gobierno se empecina, siguiendo el dictado de una escolástica neoclásica y monetarista (neoliberal) auspiciada por los países más insolidarios de la Unión Europea, encabezados por Alemania.

			Basta hacer un resumen de lo que se vivió en la manifestación celebrada en Madrid para comprender que las políticas de ajuste son percibidas por los ciudadanos como una agresión a los derechos costosamente alcanzados a lo largo de décadas y al modelo de protección social del que España se había dotado. Los ciudadanos están firmemente decididos a defenderse de esta agresión. Algunos rasgos de lo vivido ese día en Madrid, extensible al conjunto del país por haber sido convocados a ella todos los ciudadanos españoles, pueden resultar ilustrativos:

			 

			•  En primer lugar, la magnitud de la marcha, que ha superado cualquier otra convocatoria anterior.

			•  En segundo lugar, y como en otras ocasiones también ha ocurrido, la heterogeneidad de los manifestantes: gente de todas las edades y condiciones, personas de las que cabía pensar que era la primera manifestación de esta naturaleza a la que acudían; de hecho, era evidente que entre los asistentes había personas que votaron al PP en las últimas elecciones y que gritaban los eslóganes dirigidos contra el Gobierno. Una novedad significativa: la nutrida participación de representantes de varios sindicatos policiales.

			•  En tercer lugar, el grado de descontento y hartazgo que se percibe entre los ciudadanos por lo que está sucediendo en nuestro país. La sensación de incomprensión ante las políticas que se están aplicando, que todos ven inútiles y contrarias a los fines que se declara perseguir. El rechazo a que sean los más débiles los que paguen las consecuencias de la crisis que ellos no han provocado y también a que cada vez sean más amplias las capas de la sociedad que están soportando los recortes, pero sin que se vean afectados los más poderosos y más favorecidos. Ésta es la cuestión que centraba la mayoría de las conversaciones entre los asistentes.

			 

			Representantes del Gobierno, desbordados por la protesta masiva, declararon que seguirían con las políticas de (falsa) austeridad iniciadas, cuyo único efecto es la destrucción del tejido social y empresarial.

			Nosotros, Economistas Frente a la Crisis, no estamos dispuestos a permanecer impasibles ante lo que está pasando. Este libro es un reflejo de nuestra actitud. Entendemos que es preciso otro tipo de políticas que promuevan el crecimiento económico y el empleo y al tiempo abogamos porque las organizaciones políticas y sociales estén dispuestas a gestionar y encauzar esta creciente desafección por la política, que si no encuentra un camino adecuado de actuación dará lugar a la aparición de movimientos populistas que sólo conducirán a la nada.

			Cada vez aparece como más necesaria una vuelta a la economía real, porque lo que la gente va teniendo claro, aunque a veces no se sepa expresar correctamente, es que, a pesar de la crisis, los recursos del país están disponibles e infrautilizados, la capacidad de trabajo, los conocimientos adquiridos están intactos. Entonces, ¿qué está pasando? Éstas son las preguntas que se hacen los ciudadanos. 

			Esperamos que este libro pueda contribuir a dar respuesta a sus inquietudes y, a la vez, explicar que hay otras políticas que sí ayudarán a superar la crisis y volver a la senda del crecimiento.

			Economistas Frenta a la Crisis (EFC) inauguró su presencia pública en la prensa el 16 de septiembre de 2011 con un artículo en El País bajo el nombre de «No es economía, es ideología».

			Éste es también el título de este libro escrito por varios miembros de EFC. Sí, es éste porque, tanto entonces como ahora, pensamos que el Gobierno está afrontando la gestión de la crisis con criterios muy ideológicos. Está incumpliendo su programa electoral, lo que le hace perder legitimidad democrática, pero está cumpliendo su programa político máximo. Está, al fin, mostrando una enorme coherencia ideológica que se echa en falta en otros partidos.

			Es cierto que la ideología impregna todo, también las posiciones de EFC. Pero nuestra crítica, al decir que las políticas de falsa austeridad que se están implantando desde Europa y desde el Gobierno español no son economía sino ideología, quiere poner de manifiesto dos cosas: primero, que esas políticas incumplen un principio científico incompatible con la economía como ciencia: la evidencia empírica las está refutando; y, segundo, que son contrarias a los intereses generales.

			Por eso la gente está en la calle preguntando ¿qué está pasando?
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El Estado de bienestar es la propuesta de Europa al mundo


			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			El Estado de bienestar es la propuesta de la Unión Europea para el mundo. Sin esa propuesta la democracia perdería profundidad y, seguramente, también la Unión perdería parte de su sentido. Y para poder mantener esa propuesta los economistas tenemos que impulsar las reformas que sean necesarias para mantener el pulso de nuestra economía. Continuamente oímos que nuestra economía necesita más mercado y reformas estructurales. Y sí, sin duda los necesita. Pero tenemos también la obligación de impedir que nuestro lenguaje sea tergiversado con palabras y conceptos que manipulan el pensamiento económico que nuestros maestros nos han transmitido, que nuestra experiencia como profesionales de la economía nos ha enseñado.

			Por esta razón, los economistas debemos rescatar del lodo en el que están siendo ahogados, desde las instancias más conservadoras, los conceptos, entre otros muchos, de mercado y de reforma estructural. Con toda energía debemos afirmar que reestructurar no es desregular y que las reformas estructurales no pueden ser las reformas laborales que se anuncian, conducentes a diluir los derechos de los trabajadores. Los economistas —fundamentalmente nuestros jóvenes economistas— deben saber que reformar y desregular no son sinónimos y que no pocas reformas estructurales son necesarias antes que las que sólo pretenden la flexibilización del mercado laboral a través de la desregulación y la precarización. Combatir la torre de Babel en la que nos sumen poderosos intereses empieza a ser para los economistas tarea imprescindible si no queremos que nos arranquen las palabras, que nos dejen mudos.

			Y por eso los economistas debemos declarar que no son los mercados los responsables de la crisis. Los responsables son los no mercados, en los que las barreras de entrada y de salida son infranqueables, en los que la información es privilegio de pocos, en los que la concentración oligopolística adquiere mayor poder que el gobierno de los ciudadanos. Y en esta situación son los gobiernos los que deben intervenir para impedir que los no mercados gobiernen por encima de los intereses generales. Se trata, al fin, de que los mercados funcionen aunque para ello necesiten las muletas del Estado, de la regulación o, simplemente, de la pura intervención pública para evitar las ineficiencias asociadas a las imperfecciones.

			Mercados y regulación no son incompatibles sino expresión de una misma cosa. Liberalización y regulación son conceptos complementarios, inseparables, porque los requisitos que los economistas hemos formulado para que los mercados aporten eficiencia al progreso y al bienestar sólo están presentes, cuando lo están, de manera imperfecta, y en ocasiones en sectores económicos de alcance sistémico con resultados letales para el bienestar. O en el progreso y en la riqueza estamos todos, o ni el progreso existirá ni la riqueza interesará a nadie más que a sus poseedores. Tampoco interesarían las instituciones ni el Estado. La sociedad devendría una sociedad dual. Ésta no es la propuesta de la Unión Europea ni a sus ciudadanos ni al mundo.

			EFC ha subrayado siempre que el primer objetivo de toda política económica es perseguir la máxima utilización de los recursos productivos disponibles y, entre ellos y en primer lugar, del empleo. Hoy ya se solicitan desde instancias relevantes funciones para el Banco Central Europeo (BCE) más cercanas a las que detenta el Banco de Inglaterra o la Reserva Federal. No sólo la estabilidad de precios, también el empleo y el crecimiento debiera ser una responsabilidad compartida por todas las instituciones de la Unión, con el BCE a la cabeza. Pero el «nuevo pacto presupuestario» y las «herramientas de estabilización» acordados el 9 de diciembre de 2011 por los jefes de Estado y de Gobierno de la zona Euro, agudizarán la crisis. No estamos ante un problema de inflación sino de estancamiento originado por la imposición de rápidas reducciones del déficit público. Pero estos acuerdos no son el resultado de un mal diagnóstico —los gobiernos, las instituciones y Alemania disponen, sin duda, de competentes economistas—, sino de la nueva concepción de Europa que los mandatarios alemanes, de corte conservador y nacionalista, están logrando imponer. Siempre hemos insistido en la necesidad de avanzar hacia una gobernanza europea común de la Unión frente al sesgo insolidario actual.

			EFC ha calificado de artera, desde el primer día de su comparecencia pública, la utilización de la austeridad y de la estabilidad presupuestaria como argumento para debilitar la prestación de servicios básicos como la educación y la sanidad y ha señalado el sinsentido de políticas procíclicas y contractivas en un contexto en el que los problemas se centran en torno al paro y al estancamiento y no a la inflación. Austeridad siempre. Derroche o despilfarro nunca. Pero austeridad no es déficit cero. Es eficiencia en la inversión y en el gasto. Para ello se deberán establecer metodologías públicas para una declaración del impacto económico de las decisiones correspondientes y condicionarlas al retorno económico y social que las justifique. Así la austeridad quedaría justificada en la eficiencia de la gestión pública del gasto y de la inversión y no caería bajo la manipulación de lo que no es más que una campaña ideológica subliminal.

			Sin complejos ante nadie, debemos decir que las reformas estructurales son necesarias para restaurar la operatividad de los mercados, aumentar la productividad del trabajo y la competitividad de la economía. Pero no son las que desde las instituciones europeas nos llegan. Aquí, ponemos algunas propuestas sobre la mesa de debate:

			 

			1. De las reformas laborales y la gobernanza corporativa. La productividad del trabajo no sólo depende de las reformas laborales que deberán ser abordadas desde el consenso entre los agentes sociales, sino también, y de manera determinante, de la organización del trabajo, de la capacidad de innovación, del stock de capital de las empresas y de los aciertos de la gestión empresarial que se desenvuelve, irremediablemente, en el contexto de la globalización. Los sindicatos no pueden ser ajenos a estas cuestiones —y no deberán serlo: es clara la relación directa entre mayor productividad y mayores derechos de negociación— pero implican, en primer lugar, a los empresarios y a quienes ejercen esa función. La mayor parte de responsabilidad sobre la velocidad de crecimiento de la productividad corresponde a los que pueden tomar las decisiones sobre el cambio tecnológico y la inversión en la empresa. Las reformas laborales que puedan ser acometidas no pueden ignorar esta cuestión crucial, casi siempre ignorada.

			Considerar el factor trabajo y los salarios sólo como un coste variable que puede ajustarse, sin más, a la marcha de los negocios, según convenga a los márgenes pre asignados a los capitales invertidos y a las altas remuneraciones de los administradores, es el mayor incentivo que una reforma puede conceder a la ineficiencia y a la irresponsabilidad o impericia de los empresarios en relación con la organización del trabajo, la innovación y la gestión industrial, comercial y financiera. El salario es la base de la demanda agregada de la economía y el único ingreso de la mayoría de los trabajadores para atender a sus necesidades vitales. Poner el acento de las reformas laborales exclusivamente en la contención salarial y en la austeridad no contribuirá a la recuperación de las economías europeas. Sólo a la agudización y prolongación de la crisis.

			Toda reforma laboral que pretenda el calificativo de estructural debiera centrar sus preocupaciones en la regulación de la gobernanza corporativa y en la organización del trabajo en las empresas. El control de las retribuciones de los ejecutivos, el destino de los beneficios empresariales y la creación de servicios y auditorías laborales conducentes al aumento de la productividad de los factores, deben constituir ejes de las reformas laborales y corporativas. Como primer y tímido paso en la buena dirección: la conversión en contratos indefinidos de los contratos temporales encadenados que mantienen las administraciones en la enseñanza y en la sanidad. 

			Las propuestas que se están poniendo sobre la mesa, tendentes a desmembrar las negociaciones de los convenios laborales, no buscan tanto la eficiencia del mercado de trabajo y la recuperación del empleo, como el debilitamiento de la fuerza sindical de los trabajadores, seguramente el último reducto que queda para contener el deterioro del Estado de bienestar. Margaret Thatcher y las secuelas de su mandato en el Reino Unido (1979-1990) en la memoria: reducir primero el poder sindical para encoger después el Estado de bienestar. 

			2. Del sistema financiero. La dación de los activos inmobiliarios de particulares y promotores en pago de las deudas que garantizan provocaría elevadas pérdidas a la banca española. Ésta es la demostración de que detrás de la burbuja inmobiliaria están los pulmones de la banca, que ha hinchado el globo por encima de valores prudentes. El diferencial de costes entre los recursos pasivos y activos de la banca, unido a sistemas de incentivos que premian los beneficios sin relación con el riesgo, está en los fundamentos de la especulación sobre el valor del suelo y de la cultura del ladrillo que ahora nos amenaza a todos con el abismo de las restricciones del crédito e, incluso, de las quiebras bancarias.

			El interés general exige el rescate de la banca. Pero ¿qué rescate? ¿Banco bueno o banco malo? El crédito debe volver a fluir y sólo el desapalancamiento de la banca, con la restauración de sus ratios de solvencia, podrá restablecer su función en la economía, imprescindible porque es sistémica. Al Estado le corresponde lograr urgentemente y de manera imperativa ese restablecimiento. ¿Sacamos de los bancos sus activos contablemente inflados o tóxicos para ubicarlos en bancos malos en los que las aportaciones públicas cubran los agujeros y el relajamiento de las normas contables lamine en el tiempo su impacto? Si hiciéramos tal cosa estaríamos amnistiando la irresponsabilidad que ha incentivado prácticas financieras no ajenas a la generación de esta crisis.

			La contabilidad debe recuperar su prestigio y lo que vale menos debe tener su reflejo en los balances de los bancos. Eso es información y transparencia, ambas imprescindibles para la recuperación de la confianza en las instituciones. Dar visibilidad a los agujeros allá donde se hallen permitirá a los accionistas y a las administraciones exigir las responsabilidades que correspondan a los gestores y a los reguladores. Y permitirá que las pérdidas, si existieran, sean asumidas por un accionariado indiferente al cortoplacismo y complaciente con sus gestores. El Estado se sentaría en los consejos de administración para garantizar la recuperación de aquellos fondos que, en defensa del interés de los ciudadanos, hayan tenido que ser aportados desde los fondos fiscales. El Estado deberá garantizar, por todos los medios, el desapalancamiento de la banca para restaurar los flujos del crédito. Pero bancos malos no. Sólo son la solución de los malos banqueros. 

			Sin embargo, ahora no se trata de perdernos en la confusión de las palabras. Donde el Estado o las instituciones públicas europeas restauren los capitales perdidos por una gestión irresponsable de las entidades financieras, deben ser gestores públicos quienes garanticen los objetivos de las entidades rescatadas. No olvidemos que el banco malo, el vehículo sin licencia bancaria que saca de los balances de los bancos los activos tóxicos, es una forma de socialización de pérdidas privadas si son en ellos donde los fondos públicos restauran los equilibrios contables perdidos por sus matrices. 

			La reforma estructural que necesita la banca para que el crédito fluya pasa por la inspección, la regulación y la recapitalización. La desregulación nos ha traído hasta aquí. Su trayecto ha llegado ya al final.

			3. Del sistema fiscal. Los adjetivos que apellidan los grandes conceptos de la construcción europea son casi siempre sospechosos: «Nuestro objetivo es un Estado de bienestar sostenible». Sostenible. Otra palabra manipulada que esconde una propuesta de Estado de bienestar de menor calidad, con menor coste. Con menor coste para no tener que acometer la reforma fiscal que necesita España para acercar su presión fiscal a la media de los países de la Unión que encabezan las prestaciones sociales, la calidad de su educación y sanidad, la protección a los dependientes, la defensa del medioambiente, los equilibrios territoriales, el bienestar de sus jubilados, el mayor crecimiento económico, la mayor renta de sus ciudadanos.

			Revisar el impuesto de sociedades para acercar su tipo real a su tipo nominal, el primero entre los más bajos de la Unión, el segundo entre los más altos; reforzar los recursos de la Inspección de Hacienda sobre las grandes compañías y ciertas actividades profesionales, responsables de la mayor parte del fraude; incentivar fiscalmente la creación de nuevas empresas y la contratación de los primeros empleos; restaurar la progresividad del impuesto sobre la renta e igualar la presión sobre las rentas del capital a la que soportan las rentas del trabajo; e implantar un impuesto sobre las grandes fortunas son algunos de los ejes sobre los que debiera pivotar una reforma estructural de nuestro sistema fiscal. 

			Los déficits fiscales continuos, con un comportamiento autista respecto al ciclo económico, son letales para la sostenibilidad de la deuda pública y conducen a la catástrofe. Pero es completamente ilusorio y carece de fundamento científico solvente basar la eficiencia fiscal en la reducción de la presión fiscal. El dinero no siempre está mejor en manos de los individuos si el Estado de bienestar es la propuesta de Europa para el mundo y el soporte de la convivencia social en un Estado democrático. Una gestión contracíclica del saldo presupuestario necesita una capacidad recaudatoria que pueda responder a las crisis con un aumento del gasto para limitar el aumento del déficit y el deterioro de la deuda a cotas insostenibles. De otra manera reduciríamos el Estado a mero administrador de sus ingresos y gastos corrientes, y transferiríamos al sector privado un inmenso negocio sobre las pensiones, la sanidad, la educación, las infraestructuras... Tal vez sea ésta la explicación que nos falta para comprender la trastienda de una política económica que nos dejaría de parecer contraria al sentido común para parecernos contraria al interés general.

			4. De la gobernanza europea. La crisis de deuda soberana que sufre Europa se ha agravado en los últimos meses debido a la política contractiva impuesta desde la mayoría conservadora que gobierna las instituciones de la Unión Europea, el Partido Popular Europeo, bajo el desvirtuado eslogan de la austeridad. El planteamiento de la necesaria consolidación fiscal en plazos muy restrictivos y sin discriminar entre las dispares estructuras de la deuda total que presentan los Estados miembros ha acentuado la situación de estancamiento de la eurozona, particularmente de España, comprometiendo la recuperación de los ingresos fiscales que serían necesarios para no deteriorar la solvencia del país. 

			Las posiciones mantenidas por Alemania no están contribuyendo, de ningún modo, a la mayor gobernanza económica de la zona euro, muy al contrario. Alemania mantiene posiciones opuestas a la integración fiscal de la zona en tres aspectos clave: la ampliación del mandato del BCE para que asuma un papel activo en relación con el crecimiento y el empleo, ahora limitado a la estabilidad de precios; la consolidación del mecanismo europeo de rescate ante crisis financieras y la mutualización del riesgo a través de los eurobonos. Estas cuestiones debieran ser abordadas de manera urgente en el camino hacia una mayor gobernanza económica de la zona euro. En cualquier caso, ya es dramáticamente urgente que el BCE se convierta en un cortafuegos creíble frente al deterioro de las deudas soberanas. 

			El problema de la deuda española reside en el elevado endeudamiento privado, no en el volumen de la deuda pública que presenta sobre el Producto Interior Bruto (PIB), uno de los mejores ratios de la eurozona. Y es, precisamente, la rápida consolidación fiscal la que no contribuye como debiera, desde el gasto público, a los estímulos expansivos que necesitan los deudores privados para hacer frente, en menor tiempo y con menores dificultades, a sus compromisos financieros. Por consiguiente, de la mal llamada austeridad no sólo sufren los ingresos de las arcas públicas y los servicios esenciales que configuran el Estado de bienestar. Sufre la economía en su conjunto, las empresas y el empleo. 

			La reciente constitucionalización del principio de estabilidad presupuestaria, que dará cobertura a la gestión del saldo presupuestario mediante una regla automática, carece de argumentos económicos consistentes y su explicación sólo puede buscarse en motivos de naturaleza política relacionados con un gran chantaje: a cambio de controlar la hemorragia de nuestra deuda, la jibarización de nuestro Estado. Es la imposición vicaria de un BCE cada vez más ajeno a las necesidades de los Estados. Los intereses generales no pueden dejarse abandonados a reglas de oro, recetas ya inservibles que la realidad de la crisis refuta, y que esconden, con el recurso a automatismos supuestamente técnicos, desconfianza en la propia democracia. 

			Una reforma estructural del sistema de gobierno europeo, que confiera al Parlamento Europeo la capacidad de elegir a los mandatarios de sus instituciones, es el único principio que podría legitimar las decisiones que emanen de la Unión.

			5. De la energía. La energía y su suministro, como el dinero y los servicios financieros, es un bien y un servicio que impregna todas las actividades de los individuos y de las empresas. Incluso en algunos sectores productivos su coste es superior al coste del trabajo. Su regulación es, por consiguiente, esencial para que el impacto de su coste y de su calidad contribuya a la competitividad de la economía. 

			En España estamos muy lejos de esa contribución. Una profunda reforma estructural debe conducir los precios que pagan los consumidores a los costes reales y justificados de su producción, de su abastecimiento y de su suministro. Esto es especialmente cierto para la electricidad cuyo mercado sólo alcanza a revelar el precio de la producción más cara que cubre la última unidad de electricidad consumida generando beneficios injustificados (incompatibles con el interés general) en segmentos que escapan a los mercados y a la competencia, como las grandes concesiones hidroeléctricas y las centrales nucleares. Y es especialmente cierto también porque la electricidad es el principal vector energético que puede permitir el aprovechamiento masivo de recursos autóctonos renovables, cuestión no sólo clave para la gestión de la mayor amenaza que gravita sobre nuestro planeta —el cambio climático—, sino también para alcanzar, a medio plazo, la mayor contribución a la competitividad de nuestra economía que pueda imaginarse: independencia energética, innovación, creación de empleo, mejora de nuestra balanza de pagos, contención de la contaminación medioambiental inherente al crecimiento económico y disminución de costes para las familias y las empresas. Para ello, tan profunda tendrá que ser la reforma estructural necesaria que la regulación de la energía deberá partir desde cero. Naturalmente todo ello sin menoscabo de la seguridad jurídica y de la confianza legítima que debe presidir toda reforma en defensa de los ciudadanos, las empresas, las instituciones y el Estado de derecho.

			Las reformas que se acometan deben poner las bases para garantizar la corrección de la creciente desigualdad que se está imponiendo en los Estados de la Unión Europea. Europa es su Estado de bienestar. Su retroceso pondría en cuestión el propio proyecto de la integración europea.

			Necesitamos más mercado y más reformas estructurales, pero no las que están imponiéndose. Ésas son las de siempre, las que nos trajeron hasta esta crisis. En juego está el Estado de bienestar, es decir, la Europa del progreso.
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			La contumacia de los paradigmas

			 

			No deja de sorprender la contumacia con que se mantienen determinados paradigmas económicos, a pesar de la evidencia. Uno de ellos es el que sostiene que la plena libertad de los mercados financieros aporta grandes dosis de eficiencia a la asignación de los recursos productivos. Sin duda, en el origen de la crisis económica internacional está la falta de regulación de la actividad de estos mercados. Sin esta regulación, sus prácticas provocaron desconfianza, reducción de los flujos de créditos y contracción de la actividad económica que, en un mundo globalizado, se extendieron, a partir de 2008, por áreas geográficas muy amplias.

			Era un contexto en el que la economía española presentaba unas características particulares. En los mercados mundiales había existido, en los años centrales de la primera década del siglo XXI, una amplia oferta de fondos prestables que permitió al sistema financiero español obtener créditos a tipos de interés muy bajos. El aparato productivo español estaba inmerso en lo que se ha llamado la «burbuja inmobiliaria», un crecimiento desmesurado de la construcción de viviendas, alimentado por las expectativas de subidas de sus precios, en que confluía un conjunto de factores irresistibles: los intereses del sector inmobiliario; su efecto sobre el resto de la industria, sobre el empleo y el PIB; los ingresos de los entes locales, ayuntamientos y comunidades autónomas, y las perspectivas de ganancias de las empresas financieras y, personalmente, de sus gestores.

			La obtención de créditos a bajos tipos, la posibilidad de apalancamiento (relación entre deuda y recursos propios) de las empresas en porcentajes muy elevados y la falta de rigor de las entidades financieras al calificar la calidad de los activos que adquirían llevaban inexorablemente a un nivel de riesgo excesivo que cuestionaba su solvencia. Se ponía de manifiesto, también en España, que la libertad de mercado sin una regulación adecuada provoca perturbaciones sobre el conjunto de la economía, sobre todo si se trata de un sector con trascendencia sistémica.

			La crisis financiera internacional no parecía afectar directamente a los intermediarios financieros españoles, ya que se encontraban en la posición de prestatarios, no de prestamistas. Ellos no habían, en general, adquirido activos tóxicos en los mercados internacionales. Sin embargo, la desconfianza se extendió como una mancha de aceite y los mercados internacionales se endurecieron. Ya no era posible renegociar la deuda internacional de bancos y cajas de ahorro a bajos tipos, lo que supuso un frenazo radical de la actividad del sector inmobiliario y, con ello, de un amplio entramado de sectores industriales, con consecuencias inmediatas sobre los niveles de empleo.

			 

			 

			Crisis de demanda efectiva

			 

			La crisis financiera se transmitía al sector productivo y su efecto fue la devaluación de los activos inmobiliarios y la incapacidad de los prestatarios para hacer frente a sus deudas. Aumentaba la morosidad y la incorporación de bienes inmobiliarios devaluados a los balances de bancos y cajas, por ejecución de hipotecas. El sistema financiero español había generado sus propios activos tóxicos que ponían en cuestión el equilibrio entre activos y pasivos y su capacidad para cumplir su función de allegar flujos de créditos a la inversión y al consumo. Los analistas recordaban aquel antiguo aforismo: «Cuando baja la marea se ve quién nada sin traje de baño». Las prácticas de las entidades financieras, buscando las ganancias a corto plazo, tanto para las empresas como para sus ejecutivos, que reportaban los créditos al sector inmobiliario, provocaron un sobredimensionamiento de este tipo de activos en sus balances. Habían asumido un riesgo excesivo que el cambio en la tendencia de los tipos de interés sacó a la luz. Habían deteriorado su solvencia.

			Sin flujos de créditos las expectativas de los inversores, acostumbrados a elevados niveles de apalancamiento, caían radicalmente mientras el paro y la preocupación de los consumidores por su futuro reducían el consumo privado. La crisis financiera provocó el desplome de la demanda efectiva con la consiguiente infrautilización de la capacidad productiva de las empresas. Es un círculo vicioso que se realimenta: paro, menor consumo, infrautilización, menor inversión, más paro. Sorprende la velocidad con que aumentaron las cifras de desempleo. La tasa de variación del PIB, que había alcanzado el 3,6 por ciento en 2007, pasó al 0,9 por ciento en 2008 y al -3,7 en 2009.

			Inicialmente, la respuesta de las autoridades se basó en recetas clásicas y aparentemente correctas. Si el problema es la demanda privada, lo adecuado son políticas compensatorias que impulsen esta demanda a través del gasto público. Al fin y al cabo las cuentas públicas se habían cerrado con superávit en 2006 y 2007, la deuda pública se mantenía en cifras correctas, en torno al 60 por ciento del PIB en 2010, y los condicionantes habituales de esta política compensatoria, sus efectos sobre la inflación y la competencia con la demanda privada de inversión, no suponían problemas agudos en aquellos momentos. Por supuesto que esta política de impulso a la demanda hacía crecer el déficit de las administraciones públicas, sobre todo cuando la caída de la actividad económica implicaba un considerable descenso de los ingresos, pero podía ser soportable ya que el conocido efecto multiplicador del gasto público acabaría por reponer sus ingresos. Es una política que consigue remontar la evolución del PIB y que se mantiene hasta mediados de 2010, cuando se encuentra con un escollo insalvable: la Unión Europea, el euro.

			 

			 

			La Unión Europea impone sus reglas

			 

			La entrada de España en el euro había traído ventajas considerables. La principal es que se acababan nuestros problemas con la balanza corriente, que contabiliza el valor de las exportaciones e importaciones de bienes y servicios y cuya diferencia es el déficit (-) o superávit (+) por cuenta corriente. Los déficits por cuenta corriente se subsumían en el conjunto de Europa y, en un contexto internacional de exceso de oferta de crédito, podían ser compensados con la importación de capitales. Pero estas ventajas tienen su contrapartida: no somos independientes. Al adoptar el euro asumimos también reglas que se nos aplican con todo rigor. De repente, mayo de 2010, hacen saber al Gobierno español que debe someterse a una disciplina estricta de reducción del déficit que, en concreto, no debe superar el 3 por ciento del PIB en 2013, cuando en aquellos momentos se sitúa en el 9,2. Le recuerdan también que la deuda de los Estados no puede financiarse recurriendo al Banco Central Europeo, emisor del euro, como prestamista de último recurso, por lo que deben acudir a los mercados financieros que, siguiendo las indicaciones del monopolio de tres agencias de calificación, coordinan su oferta de préstamos y pueden obtener tipos de interés elevados. La alternativa al cumplimiento de estas reglas, indican con un estilo cercano al matón de barrio, es ser expulsados del euro.

			¿Por qué se mantienen con tanto rigor estas reglas? ¿Por qué 2013 y no 2018? ¿Por qué el BCE no cambia sus objetivos, incluyendo el crecimiento además del control de la inflación, siguiendo el ejemplo de Estados Unidos y Reino Unido, cuando la dificultad principal no son los precios sino la recesión? ¿Y por qué concentrar toda la atención sobre el déficit público, cuando la deuda pública se mantiene en niveles aceptables y es la deuda de las entidades financieras el verdadero problema? Abordaremos más adelante estas cuestiones. El caso es que el objetivo de la política económica española deja de ser combatir el paro y la pobreza para centrarse en la reducción del déficit mediante recortes en el gasto público.

			Lógicamente, la disminución de la demanda pública tiene un impacto procíclico sobre la producción y el empleo. En momentos de acusada debilidad de la demanda privada, el descenso de la demanda en el sector público se añade a un panorama de recesión y creciente desempleo. Además, es un impacto acelerado ya que al efecto multiplicador a la baja del menor gasto público se suma la depresión de las expectativas que origina. El anuncio de un recorte considerable en la inversión pública provoca que miles de empresas encarguen al jefe de personal que vaya preparando un Expediente de Regulación de Empleo (ERE) e, incluso, el cierre de la empresa.

			Lo paradójico es que los recortes del gasto tienen una capacidad muy limitada para rebajar el porcentaje del déficit sobre el PIB, debido a que provocan simultáneamente menores ingresos y mayores gastos en otras partidas presupuestarias. Los ingresos del sector público dependen directamente de la actividad económica y ésta responde desfavorablemente a la bajada del gasto. Además, el aumento del desempleo también requiere más gastos.

			Pero hay un efecto adicional que parece sorprender a los gestores de la política económica española, cuando es claramente previsible. Reiteradamente argumentan que disminuir el gasto conseguirá que los mercados financieros revisen a la baja los tipos a los que se renegocia la deuda pública, la prima de riesgo. Y, también reiteradamente, la realidad muestra el efecto contrario: cuando se anuncian recortes sube la prima de riesgo. Es lógico. A los operadores financieros les gusta prestar a los ricos y el anuncio de más pobreza y menores ingresos públicos les hace revisar al alza los tipos a los que están dispuestos a prestar. El resultado es que, en una parte relevante, los ahorros en educación, sanidad o investigación se dedican a alimentar los beneficios de los que especulan en el entorno de la deuda pública.

			Éste es el escenario en 2012. Recesión, perspectivas de mayor recesión, incapacidad para cumplir los objetivos de déficit público y, como era de prever, explosión de la crisis del sistema financiero español. Los problemas de las entidades financieras tienen una característica ineludible y es que se agravan exponencialmente con el paso del tiempo. Y había pasado demasiado tiempo. Europa no podía dejar quebrar el sistema bancario español, sobre todo porque cuando la deuda es demasiado alta el problema lo tienen los acreedores que, en porcentajes significativos, eran operadores financieros del norte de Europa. En la primavera de 2012, la UE decidió acudir al rescate de las entidades financieras españolas con una línea de crédito en cuantía muy elevada pero con un condicionante, en principio, muy particular: el crédito se concede al Estado español, para que éste a su vez, lo emplee en reflotar a los bancos y las cajas de ahorro. Lo que se niega al Estado para impulsar la actividad económica se le concede para sustentar el sistema financiero, manteniendo la presión sobre la deuda pública. El Gobierno español consiguió suavizar, sobre el papel, este condicionante, pero la UE arrastraba los pies, y con su habitual agilidad burocrática, difería la práctica del rescate. España se ve más atenazada, si cabe, y más dependiente de los poderes dominantes en la UE.

			El peligro de suspensión de pagos del sistema financiero y el método propuesto para su rescate permiten intuir las respuestas a las preguntas que antes se exponían respecto al empecinamiento en centrar los focos sobre el déficit público, a pesar de que, como se ha indicado, eran conscientes de que la deuda de las administraciones españolas se mantenía en niveles soportables y resistía ventajosamente cualquier comparación con la deuda de los países de nuestro entorno. Unas cifras sencillas hacen incomprensible este empecinamiento, si se utilizan criterios «normales»: en 2010, cuando se impone a España la senda temporal de reducción del déficit, la deuda pública española supone el 61,2 por ciento del PIB, mientras que la de Alemania alcanzaba el 83 por ciento y la de Francia el 82,3 por ciento. Para comprenderlo es necesario acudir a otros criterios.





OEBPS/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  





OEBPS/images/cover_fmt.jpeg
No es economia, es ideologia

Es una ideologia que no se compadece con el interés
general. Detrés de la falsa austeridad que nos
proponen hay un proyecto politico: la devaluacion
interna y la precarizacion del estado de bienestar.
Nos dicen que es insostenible y que debemos
aceptar recortes en las prestaciones sociales y en
los salarios. Que los ajustes deben alcanzar a la
sanidad, a la ensefanza y a la investigacion. Es su
receta para salir de la crisis. {Nuestra respuesta?
Iisa no es la solucion, agudiza los problemas, la
recesion y la insolvencia. La austeridad impuesta
se llama pobreza. {Nuestras propuestas? En
contraposicion a los recortes, reactivacion;
reformas frente a contrarreformas; el pensamiento
econdmico al servicio de los ciudadanos. Esto

es lo que aqui analizamos y proponemos.
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